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2003, de 15 de septiembre, y 30/2004, de 9 de febrero). Así lo 
hemos considerado en los casos en los que, en el procedi-
miento que dio origen al recurso de amparo, los propios 
órganos judiciales han reparado las lesiones del derecho 
invocado en sede constitucional, o bien cuando la repara-
ción se ha producido por desaparición de la causa o acto 
que inició el procedimiento (SSTC 151/1990, de 4 de octubre, 
FJ 4; 139/1992, de 13 de octubre, FJ 2; 57/1993, de 15 de 
febrero, FJ único; 257/2000, de 30 de octubre, FJ 1; y 10/2001, 
de 29 de enero, FJ 2; y ATC 945/1985, de 19 de diciembre, FJ 
único). En concreto, podemos decir que, constituyendo el 
recurso de amparo un remedio jurisdiccional idóneo única-
mente para la reparación de lesiones singulares y efectivas 
de los derechos fundamentales, sin que puedan hacerse valer 
por medio de dicha vía otras pretensiones que las dirigidas al 
restablecimiento o la preservación de aquellos derechos (art. 
41.3 LOTC), cuando dicha pretensión se ha visto satisfecha 
fuera del propio proceso de amparo, no cabe sino concluir, en 
principio, que éste carece desde ese momento de objeto 
sobre el que deba pronunciarse este Tribunal (por todos, ATC 
156/2003, de 19 de mayo, FJ 5). En tales supuestos, la 
demanda de amparo deja de tener objeto toda vez que la 
reparación de la lesión del derecho por otra instancia distinta, 
con anterioridad a que este Tribunal dicte su decisión, hace 
perder sentido al pronunciamiento sobre una vulneración ya 
inexistente, salvo que, como también ha afirmado reiterada-
mente nuestra jurisprudencia, a pesar de haber desaparecido 
formalmente el acto lesivo, debieran tenerse en cuenta otros 
elementos de juicio que siguieran haciendo precisa nuestra 
respuesta (por todas, SSTC 39/1995, de 13 de febrero, FJ 1; 
y 87/1996, de 21 de mayo, FJ 2)».

No obstante, como también señala la STC 128/2006, de 
24 de julio, FJ 2, la pérdida de objeto, si «es debida a una 
reparación por parte de los propios órganos judiciales pro-
vocada por una actuación procesal de la parte simultánea 
o anterior a la interposición de la demanda de amparo, 
salvo en algunos casos específicos, lo que normalmente 
encubre es la existencia de una demanda de amparo pre-
matura incursa, por ello, en un óbice procesal insubsana-
ble que lleva a la inadmisión de la demanda por incompa-
tible con el carácter subsidiario que es propio del recurso 
de amparo».

3. En el presente caso la recurrente simultaneó el 
recurso de amparo con la aclaración de Sentencia, primero y, 
posteriormente, con el incidente de nulidad de actuaciones, 
por lo que, de acuerdo con la doctrina expuesta, ha de con-
cluirse que la demanda origen de estos autos incurre en un 
defecto procesal que impide considerar agotada la vía judicial 
ordinaria [art. 44.1 a) LOTC], lo que determina, aunque sea en 
este momento procesal –es jurisprudencia constante de este 
Tribunal que los defectos procesales en los que pudiera incu-
rrir el recurso de amparo no resultan sanados porque el 
recurso haya sido admitido a trámite (por todas, STC 237/
2006, de 17 de julio, FJ 4)–, la inadmisión del recurso en virtud 
de lo previsto en el art. 50.1 a) LOTC, sin que proceda entrar a 
analizar ninguna otra cuestión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el recurso de amparo interpuesto por Ferro-
vial Agromán, S. A.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de noviembre de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–
Firmado y rubricado. 

 22254 Sala Primera. Sentencia 333/2006, de 20 de 
noviembre de 2006. Recurso de amparo 4554-
2004. Promovido por don Ahmed Mohamed 
Amar frente a los Autos de la Audiencia Provin-
cial de Cádiz que prorrogaron su prisión hasta 
la mitad de la pena de siete años de prisión 
impuesta en sentencia por delito de homicidio 
en grado de tentativa.
Vulneración del derecho a la libertad personal: 
prisión provisional mantenida con prórroga 
insuficientemente motivada, mientras pendía 
recurso contra la condena de instancia (STC 
22/2004).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4554-2004, promovido 
por don Ahmed Mohamed Amar, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Inés Lería Mosquera y 
asistido por el Abogado don Manuel Marfil Atienza, contra 
el Auto de la Audiencia Provincial de Cádiz (Sección 
Sexta), de fecha 10 de mayo de 2004, dictado en el rollo 
núm. 11-2002, dimanante del sumario núm. 5-2002 del 
Juzgado de Instrucción núm. 1 de los de Ceuta, en el que 
se acuerda prorrogar la prisión comunicada y sin fianza, 
que ya venía acordada contra el demandante, hasta la 
mitad de la pena de siete años de prisión por delito de 
homicidio en grado de tentativa que le fue impuesta en 
Sentencia de fecha 10 de diciembre de 2003, así como 
contra el Auto del mismo órgano de fecha 9 de junio 
de 2004, confirmatorio en súplica del anterior. Ha interve-
nido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado 
don Roberto García Calvo y Montiel, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 13 de julio de 2004, doña Inés 
Lería Mosquera, Procuradora de los Tribunales, en nom-
bre y representación de don Ahmed Mohamed Amar, 
interpuso recurso de amparo contra las resoluciones judi-
ciales a las que se ha hecho mención en el encabeza-
miento de esta Sentencia.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes, que a continuación se exponen sucintamente:

a) El demandante de amparo fue condenado por la 
Audiencia Provincial de Cádiz (Sección Sexta), mediante 
Sentencia de fecha 10 de diciembre de 2003, como autor 
de un delito de homicidio intentado, a la pena de siete 
años de prisión e inhabilitación especial para el derecho 
de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena, y de 
una falta de lesiones, a la pena de dos meses de multa 
cada una, con una cuota diaria de 10 euros, indemnizacio-
nes y costas. Contra esta Sentencia fue interpuesto 
recurso de casación para ante el Tribunal Supremo, que 
ha sido inadmitido mediante Auto de la Sala Segunda del 
Tribunal Supremo de fecha 29 de septiembre de 2004.

b) El demandante fue detenido e ingresado en pri-
sión el día 13 de mayo de 2002. El 27 de abril de 2004, la 
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Sala dictó providencia, a los efectos del art. 504.4 LECrim, 
acordando oír al inculpado, su Letrado y al Ministerio Fis-
cal, sobre la prórroga de la prisión provisional. El deman-
dante de amparo fue oído mediante exhorto en audiencia 
pública, interesando su libertad provisional, al haber 
cumplido casi dos años de prisión provisional y no haber 
riesgo de fuga. Su Letrado, mediante escrito de fecha 3 de 
mayo de 2004, se opuso a la prórroga de la prisión provi-
sional, alegando tener cumplida casi una tercera parte de 
la pena impuesta; no caber posibilidad alguna de obsta-
culizar la acción de la justicia al haber sido dictada Sen-
tencia; haber quedado muy disminuido el riesgo de fuga 
ante el transcurso de tiempo pasado en prisión y por sus 
circunstancias personales; no existir peligro de reitera-
ción delictiva a la vista de la ausencia de antecedentes 
penales; y porque la situación de preventivo le está impi-
diendo obtener beneficios penitenciarios.

El día 10 de mayo de 2004 la Audiencia Provincial dictó 
Auto acordando la prórroga de la prisión provisional 
hasta la mitad de la pena impuesta en la Sentencia dic-
tada por la Sala. A tal efecto, se argumentaba que «Visto 
lo actuado y, teniendo en cuenta la situación en que se 
encuentra la causa, pendiente de un recurso de casación 
contra la sentencia en que se condena al imputado como 
autor de un delito de homicidio en grado de tentativa a la 
pena de siete años de prisión, lo que refuerza la conside-
ración de la existencia de motivos bastantes (fumus boni 
iuris) para atribuir la autoría y culpabilidad a dicho impu-
tado, así como la gravedad de las penas señaladas hasta 
cuya mitad, dada la pendencia del recurso, podría exten-
derse dicha situación, procede la prórroga solicitada por 
el Ministerio Fiscal».

c) Contra esta resolución interpuso el demandante 
recurso de súplica. La Sala dictó Auto de fecha 9 de junio 
de 2004 desestimándolo, volviendo a hacer hincapié en el 
argumento de la previa existencia de una condena de 
siete años de prisión que, aunque no es firme, abona el 
reforzamiento del fumus boni iuris que supone una con-
dena de tanta gravedad. Concretamente, la resolución 
indica que «el recurrente omite en su escrito cualquier 
consideración al motivo que fundamenta el Auto recu-
rrido en el que se prorroga la prisión provisional y que se 
refiere al reforzamiento del fumus boni iuris que supone 
nada menos que una condena (aunque todavía no sea 
firme) de siete años de prisión, así como la gravedad de 
dicha pena, circunstancias que son base más que sufi-
ciente para mantener la medida de prisión y que fueron 
perfectamente explicitadas, aunque de forma escueta, en 
el Auto recurrido, sin que el recurrente haya hecho la más 
mínima alusión a la mismas, ya que parte del error de que 
la razón de la prórroga ha sido solamente la posibilidad 
legal de hacerlo hasta la mitad de la pena, mientras que la 
resolución impugnada se basa en el mayor vigor que ha 
de apreciarse en los motivos, derivado de haberse produ-
cido una condena de siete años de prisión que pende de 
un recurso de casación».

3. La demanda de amparo invoca la violación del 
derecho a la libertad (art. 17 CE), y de la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), por falta de motivación suficiente 
de las resoluciones impugnadas, en cuanto la facilitada 
en las resoluciones impugnadas no es conforme a dere-
cho, al desconocer las circunstancias concretas del caso y 
las personales del acusado, así como la jurisprudencia de 
este Tribunal Constitucional en relación con la prisión pro-
visional.

4. La Sección Segunda de este Tribunal acordó, por 
providencia de 28 de septiembre de 2004, la admisión a 
trámite de la demanda de amparo y, al tenor de lo pre-
visto en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comunicación a la 
Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Cádiz, para la 
remisión de actuaciones y emplazamiento a quienes 

hubieran sido parte en ese procedimiento para compare-
cer en el mismo.

5. Una vez recibidos, por diligencia de ordenación 
de 28 de marzo de 2005 se acordó tener por personada a 
la indicada Procuradora en la representación invocada y, 
a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, se dispuso dar 
vista de las actuaciones y un plazo común de veinte días 
para alegaciones al Ministerio Fiscal y a las partes perso-
nadas.

6. Con fecha 19 de abril de 2005 presentó escrito el 
Fiscal, solicitando, con suspensión del trámite del art. 52.1 
LOTC, que se reclamara a la Sección Sexta de la Audiencia 
Provincial de Cádiz la pieza de situación personal del 
demandante de amparo, así como testimonio del Auto de 
la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 29 de septiem-
bre de 2004, lo que fue acordado mediante diligencia de 
ordenación de fecha 25 de abril de 2005. Una vez remiti-
dos, y por medio de nueva diligencia de ordenación de 24 
de mayo de 2005, se dio nuevamente vista de las actua-
ciones y un plazo de común de veinte días para alegacio-
nes al Fiscal y a las partes personadas.

7. La representación del demandante de amparo 
había presentado sus alegaciones por medio de escrito de 
fecha 4 de mayo de 2005, en que se ratificó en su escrito 
inicial.

8. El Ministerio Fiscal, en escrito registrado el 21 de 
junio de 2005, presenta también alegaciones, solicitando 
el otorgamiento del amparo solicitado.

Aduce el Fiscal que es doctrina constitucional reite-
rada que cuando se alega vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva en relación con un derecho funda-
mental sustantivo, por las particulares exigencias de 
motivación de los derechos fundamentales la vulneración 
debe considerarse referida al derecho fundamental sus-
tantivo. Por lo que, en este caso, la infracción constitucio-
nal denunciada debe entenderse referida únicamente al 
derecho a la libertad personal contemplado en el art. 17 CE. 
También es doctrina constitucional reiterada que la legiti-
midad constitucional de la prisión provisional exige que 
su configuración y su aplicación tengan, como presu-
puesto, la existencia de indicios racionales de comisión 
de una acción delictiva por el inculpado, y como objetivo, 
la consecución de fines constitucionalmente legítimos y 
congruentes con la naturaleza de la medida. Estos fines se 
refieren a la conjuración de ciertos riesgos relevantes que 
para el desarrollo normal del proceso, para la ejecución 
del fallo o, en general, para la sociedad resultan de dejar 
el inculpado en libertad y que se concretan en su sustrac-
ción de la acción de la Administración de Justicia, la obs-
trucción de la instrucción penal y, en un plano distinto 
aunque íntimamente relacionado, la reiteración delictiva. 
La fundamentación de la resolución que acuerde la pri-
sión provisional debe referirse a esos extremos, de forma 
que queden suficientemente reflejados los indicios sufi-
cientes de la infracción penal, la participación y los ries-
gos que se quieren eliminar, ponderando las circunstan-
cias en relación con el derecho a la libertad.

Seguidamente, y tras citar ampliamente la STC 22/2004, 
FJ 4, añade el Fiscal que, en este caso, la fundamentación 
de los Autos que han acordado la prolongación de la pri-
sión provisional del demandante de amparo carecen de 
cualquier referencia a los fines constitucionalmente legíti-
mos para prolongar la situación de prisión provisional, y 
se remiten exclusivamente a la comisión de un delito 
grave por parte del ya condenado en primera instancia. Y 
ello a pesar de que en el informe de la defensa y en el 
recurso de súplica se hacía referencia a las circunstancias 
del ahora demandante de amparo en relación con los 
fines que justifican la prisión provisional.

La falta de referencia a los fines legítimos de la prisión 
provisional entraña falta de fundamentación de las reso-
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luciones, puesto que implica que no se ha valorado el 
derecho a la libertad personal en una resolución que lo 
restringe de forma tan notable como es el Auto de prisión. 
En consecuencia, el Fiscal considera que se ha lesionado 
el derecho a la libertad previsto en el art. 17 CE, razón por 
la que interesa que se otorgue el amparo solicitado.

9. Por providencia de fecha 2 de noviembre de 2006 
se señaló para deliberación y fallo de la Sentencia el día 6 
del mismo mes y año, en que comenzó habiendo finali-
zado en el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo se dirige contra el Auto de la 
Audiencia Provincial de Cádiz (Sección Sexta), de fecha 10 
de mayo de 2004, dictado en el rollo núm. 11-2002, dima-
nante del sumario núm. 5-2002 del Juzgado de Instruc-
ción núm 1 de los de Ceuta, en el que se acuerda prorro-
gar la prisión comunicada y sin fianza, que ya venía 
acordada contra el demandante, hasta la mitad de la pena 
de siete años de prisión por delito de homicidio en grado 
de tentativa que le fue impuesta en Sentencia de fecha 10 de 
diciembre de 2003, así como contra el Auto del mismo 
órgano de fecha 9 de junio de 2004, confirmatorio en 
súplica del anterior.

El recurso tiene por objeto determinar si la referida 
resolución ha lesionado el derecho de la demandante a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) y a la libertad personal 
(art. 17 CE). El demandante, y también el Ministerio Fiscal, 
consideran que el amparo solicitado debe otorgarse, en 
cuanto la fundamentación de los Autos que han acordado 
la prolongación de la prisión provisional del demandante 
de amparo carecen de cualquier referencia a los fines 
constitucionalmente legítimos para prolongar la situación 
de prisión provisional, lo que implica que no se ha valo-
rado el derecho a la libertad personal en una resolución 
que lo restringe de forma tan notable como es el Auto de 
prisión.

2. Conviene precisar en primer término, coinci-
diendo en esto con el Fiscal, que la vulneración del dere-
cho fundamental a la tutela judicial efectiva por la falta de 
fundamentación del Auto que acordó la prórroga de la 
prisión provisional y la insuficiencia de la motivación del 
que desestimó el recuso de súplica quedarían subsumi-
das en la vulneración sustantiva del derecho a la libertad. 
Reiteradamente hemos afirmado (por todas SSTC 99/2005, 
de 18 de abril, FJ 3) que «la ausencia de motivación de las 
resoluciones limitativas de derechos fundamentales 
lesiona el propio derecho fundamental sustantivo y no el 
derecho a la tutela judicial efectiva, de modo que el análi-
sis de los defectos o insuficiencias en la motivación de las 
resoluciones judiciales que acuerdan la adopción o el 
mantenimiento de la prisión provisional trasciende el 
deber genérico de fundamentación de las resoluciones 
judiciales para entrar en el más estricto de la fundamenta-
ción de las medidas restrictivas de la libertad».

3. Desde la perspectiva del derecho a la libertad 
(art. 17 CE), y en relación con la incidencia de la prisión 
provisional en dicho derecho fundamental, hemos decla-
rado que aquélla se sitúa entre el deber estatal de perse-
guir eficazmente el delito y el deber estatal de asegurar el 
ámbito de libertad del ciudadano, y que la prisión provi-
sional es una medida cautelar justificada, entre otras, por 
la necesidad de asegurar la presencia del inculpado en el 
juicio oral, y ese fundamento justificativo que traza la 
línea de demarcación con otro tipo de privaciones de 
libertad condiciona, a su vez, su régimen jurídico.

Por ello, la legitimidad constitucional de la prisión pro-
visional exige que su aplicación tenga como presupuesto 
la existencia de indicios racionales de la comisión de una 
acción delictiva; como objetivo, la consecución de fines 
constitucionalmente legítimos y congruentes con la natu-

raleza de la medida; y como fundamento, la ponderación 
de las circunstancias concretas que, de acuerdo con el pre-
supuesto legal y la finalidad constitucionalmente legítima, 
permitan la adopción de la medida (SSTC 62/1996, de 16 de 
abril, FJ 5; 44/1997, de 10 de abril, FJ 5; 66/1997, de 7 de abril, 
FJ 4; 33/1999, de 8 de marzo, FJ 3, y 14/2000, de 17 de enero, 
FJ 4).

Ya se concretaba, en el fundamento jurídico 2 de la 
STC 128/1995, de 26 de julio, como constitutiva de estos 
fines, la conjura de ciertos riesgos relevantes para el 
desarrollo normal del proceso o para la ejecución del fallo 
que parten del imputado: su sustracción de la acción de la 
Justicia, la obstrucción de la instrucción penal y, en un 
plano distinto, aunque íntimamente relacionado, la reite-
ración delictiva, pero lo que en ningún caso puede perse-
guirse con la prisión provisional son fines punitivos o de 
anticipación de la pena, o fines de impulso de la instruc-
ción sumarial, propiciando la obtención de pruebas de 
declaraciones de los imputados, etc. Todos estos criterios 
ilustrarían, en fin, la excepcionalidad de la prisión provi-
sional que tantas veces ha subrayado este Tribunal (STC 
128/1995, FJ 2, por todas).

En consonancia con lo anterior, es doctrina constitucio-
nal reiterada que para que la motivación de la resolución 
judicial que acuerde tal medida se considere suficiente y 
razonable es preciso que la misma sea el resultado de la 
ponderación de los intereses en juego (la libertad de la 
persona cuya inocencia se presume, por un lado; la realiza-
ción de la Justicia penal y la evitación de hechos delictivos, 
por otro), que constituye una exigencia formal del principio 
de proporcionalidad, y que esta ponderación no sea arbi-
traria, en el sentido de que resulte acorde con las pautas 
del normal razonamiento lógico y especialmente con los 
fines que justifican la prisión provisional (SSTC 128/1995, 
de 26 de julio, FJ 4; 33/1999, de 8 de marzo; 14/2000, de 17 
de enero; 47/2000, de 17 de febrero, FJ 2; 164/2000, de 12 de 
junio; 165/2000, de 12 de junio, y 29/2001, de 29 de enero, 
FJ 3, entre las más recientes).

Concretando dichas directrices, este Tribunal ha identi-
ficado dos criterios de enjuiciamiento en la motivación de 
la medida cautelar. El primero exige tomar en considera-
ción, además de las características y gravedad del delito 
imputado y de la pena con que se le amenaza, las circuns-
tancias concretas del caso y las personales del imputado. 
El segundo introduce una matización en el anterior al valo-
rar la incidencia que el transcurso del tiempo ha de tener 
en la toma de la decisión de mantenimiento de la prisión, 
de modo que si bien es cierto que, en un primer momento, 
la necesidad de preservar los fines constitucionalmente 
legítimos de la prisión provisional así como los datos de 
que en ese instante disponga el instructor pueden justificar 
que el decreto de la prisión se lleve a cabo atendiendo sola-
mente al tipo de delito y a la gravedad de la pena, dado que 
de este dato puede inferirse razonablemente la existencia 
de riesgo de fuga (por todas, STC 8/2002, de 14 de enero, 
FJ 4), también es verdad que el paso del tiempo modifica 
estas circunstancias y obliga a ponderar los datos persona-
les y los del caso concreto conocidos en momentos poste-
riores [entre otras, SSTC 128/1995, de 26 de julio, FJ 4 b), 
37/1996, de 11 de marzo, FJ 6 a), 62/1996, de 16 de abril, 
FJ 5, y 33/1999, de 8 de marzo]. En suma, la medida de pri-
sión provisional debe responder en todo momento a los 
fines constitucionalmente legítimos de la misma, y así 
debe poder deducirse de la motivación de la resolución 
que la acuerda, aunque en un primer momento estos fines 
pueden justificarse atendiendo a criterios objetivos como 
la gravedad de la pena o el tipo de delito [por todas, 
STC 44/1997, de 10 de marzo, FJ 5 b)].

En cuanto a la competencia del Tribunal Constitucio-
nal en esta materia puede resumirse así: corresponde en 
exclusiva a la jurisdicción ordinaria la constatación y 
valoración de los antecedentes fácticos justificativos de 
la medida cautelar (STC 40/1987, de 3 de abril, FJ 2), ya se 
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refieran a las sospechas de responsabilidad criminal, ya 
a los riesgos de fuga, a la obstrucción de la investiga-
ción, a la reincidencia o a otros requisitos constitucional-
mente legítimos que pueda exigir la ley. No corresponde, 
pues, al Tribunal Constitucional, determinar en cada caso 
si concurren o no las circunstancias que permiten la 
adopción o el mantenimiento de la prisión provisional, 
sino únicamente el control externo de que esa adopción 
o mantenimiento se ha acordado de forma fundada, 
razonada, completa y acorde con los fines de la institu-
ción [STC 128/1995, FJ 4 b)]. La jurisdicción de amparo se 
ciñe, pues, a constatar si la fundamentación que las 
resoluciones judiciales exponen es suficiente (por refe-
rirse a todos los extremos que autorizan y justifican la 
medida), razonada (por expresar el proceso lógico que 
individualiza la aplicación de las exigencias constitucio-
nales al caso concreto) y proporcionada (esto es, si ha 
ponderado los derechos e intereses en conflicto del 
modo menos gravoso para la libertad).

4. La aplicación de la doctrina antes enunciada con-
duce directamente a la estimación de la presente demanda 
de amparo, en cuanto ninguna de las resoluciones judi-
ciales impugnadas cumple las exigencias constituciona-
les de motivación de las resoluciones judiciales que 
acuerdan, mantienen o, como en este caso, prorrogan la 
prisión provisional.

Los dos Autos acordaron prorrogar la prisión provisio-
nal de demandante por dos razones: la primera, que la 
condena en primera instancia como autor de delito de 
homicidio intentado refuerza la consideración de la exis-
tencia de motivos bastantes (fumus boni iure) para atri-
buirle la autoría y culpabilidad; la segunda, la gravedad 
de la pena impuesta.

Por tanto, la Audiencia Provincial se refirió sólo al mero 
hecho objetivo de la condena y a la gravedad de la pena 
impuesta, desconociendo con ello la exigencia constitucio-
nal de que la prisión provisional se sustente en una finalidad 
constitucionalmente legítima, e ignorando que dicha finali-
dad no puede derivarse exclusivamente a la vista de los 
distintos supuestos de la gravedad de la pena y del delito 
(por todas, SSTC 128/1995, de 26 de julio, FJ 4.b; 47/2000, 
de 17 de febrero, FJ 3; 22/2004, de 23 de febrero, FJ 5).

Con esta respuesta el órgano judicial no expresa la 
concurrencia de un fin constitucionalmente legítimo, y 
evidencia una confusión de planos entre la condena y la 
medida cautelar, que es contraria al art. 17.1 CE. En este 
sentido, hemos recordado que «el contenido de privación 
de libertad, que la prisión provisional comporta, obliga a 
concebirla, tanto en su adopción como en su manteni-
miento, como una medida estrictamente necesaria, de 
aplicación subsidiaria, provisional y proporcionada a los 
fines que, constitucionalmente, la justifican y delimitan. 
Se trata de una medida justificada en esencia por la nece-
sidad de asegurar el proceso y ese fundamento justifica-
tivo traza la línea de demarcación con otro tipo de priva-
ciones de libertad y condiciona, a la vez, su régimen 
jurídico» (STC 128/1995, de 26 de julio, FJ 3). Si bien la 
Sentencia condenatoria añade solidez a la consideración 
de la concurrencia de indicios racionales de la comisión 
de un delito por una persona, es decir, consolida la impu-
tación de un delito a persona determinada, que es el pre-
supuesto habilitante para la adopción de la prisión provi-
sional (por todas, STC 128/1995, de 26 de julio, FJ 3), no 
puede desconocerse que, mientras el recurso contra la 
Sentencia condenatoria no se haya resuelto, dicho pro-
nunciamiento sobre la culpabilidad del procesado sigue 
siendo provisional, de modo que, precisamente por ello, 
para que el provisionalmente condenado pueda seguir 
estando en prisión una vez ha expirado el plazo inicial, es 
preciso adoptar una decisión judicial específica que debe 
ponderar la garantía de la libertad personal frente a la 
necesidad del mantenimiento de la situación de prisión 

provisional para alcanzar una finalidad constitucional-
mente legítima: evitar la reiteración delictiva o alcanzar la 
realización de la justicia penal (por todas, STC 29/2001, 
de 29 de enero, FJ 3). Las mismas razones que impiden 
considerar constitucionalmente legítimo el razonamiento 
a partir del cual se entiende que la sentencia condenatoria 
lleva implícita la prolongación de la prisión provisional 
hasta la mitad de la pena impuesta –puesto que dicho 
automatismo colisiona con el carácter excepcional de la 
prisión provisional y con las exigencias de motivación 
específicas de una medida restrictiva de libertad tan drás-
tica (por todas, STC 98/1998, de 4 de mayo, FJ 3)–avalan 
que los fundamentos que son suficientes para efectuar 
una condena penal no puedan considerarse bastantes, 
mientras aquélla está recurrida, para que la prolongación 
de la prisión provisional pueda ponderarse como consti-
tucionalmente legítima.

Así, no es posible deducir, ni del texto de las resolu-
ciones judiciales ni del contexto en el que se dictaron, 
cuáles fueron las razones, relacionadas con la existencia 
de los riesgos que legítimamente pueden conjurarse en el 
proceso penal, que llevaron al mantenimiento de la pri-
sión preventiva. Transcurridos los dos años desde la 
adopción de la medida privativa de libertad, el órgano 
judicial no valoró en modo alguno la influencia que el 
tiempo hubiera podido tener respecto de las circunstan-
cias personales del recurrente, circunstancias que habían 
sido alegadas por éste. En estas condiciones, puede afir-
marse que la motivación de las resoluciones dictadas por 
la Audiencia no satisfacen las exigencias del derecho a la 
libertad personal, pues ninguna referencia contienen a las 
circunstancias tanto objetivas como subjetivas que hacen 
fundado estimar la existencia de un riesgo de sustracción 
del recurrente a la acción de la justicia, riesgo que no sea 
además conjurable con medidas alternativas a la de man-
tenimiento de la prisión.

En su consecuencia hemos de concluir, aun desde la 
perspectiva de control externo que nos corresponde, que 
las resoluciones judiciales han vulnerado el derecho a la 
libertad personal del recurrente proclamado en el artícu-
lo 17.1 CE.

5. Resta por añadir que, conforme a doctrina igual-
mente reiterada de este Tribunal, la estimación del recurso 
de amparo ha de conllevar la anulación de las resolucio-
nes judiciales que acordaron la prolongación de la prisión 
provisional, pero que ello no ha de producir necesaria-
mente el efecto de la puesta en libertad del demandante. 
En efecto, la estimación del amparo en estos casos no ha 
de implicar la puesta en libertad del recurrente, que no 
procederá en caso de que concurra alguna de las causas 
que justifican la prisión (SSTC 98/1998, de 4 de mayo, FJ 4; 
142/1998, de 29 de junio, FJ 4; 272/2000, de 13 de noviem-
bre, FJ 4; 22/2004, de 23 de enero, FJ 6; 155/2004, de 20 de 
septiembre, FJ 5; 99/2005, de 18 de abril, FJ 6). En este 
caso en particular, como alega el Fiscal, la Sentencia con-
denatoria es firme, por lo que el demandante de amparo 
se encuentra privado de libertad no a título de prisión 
provisional sino en cumplimiento de una pena impuesta 
en Sentencia firme.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Estimar la demanda de amparo de don Ahmed Moha-

med Amar y, en su virtud:
1.º Reconocer su derecho a la libertad personal 

(art. 17.1 y 4 CE).
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2.º Declarar la nulidad de los Autos de la Sección 
Sexta de la Audiencia Provincial de Cádiz, de 10 de mayo 
y 9 de junio de 2004, respectivamente, recaídos en el rollo 
de apelación 11-2001 dimanante del sumario 5-2002 pro-
cedente del Juzgado de Instrucción núm. 1 de los de 
Ceuta.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de noviembre de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps. 
Firmado y rubricado. 

 22255 Sala Segunda. Sentencia 334/2006, de 20 de 
noviembre de 2006. Recurso de amparo 7197-
2004. Promovido por don Benjamín Rodríguez 
Álvarez frente a la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de León que, en grado de apelación, 
desestimó su demanda contra Aperitivos Gus, 
S. A., sobre reclamación de cantidad.
Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (resolución fundada en Derecho): sen-
tencia de apelación civil que valora la prueba 
irrazonablemente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente; 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Ramón Rodríguez Arribas y don Pascual Sala Sán-
chez, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7197-2004, promovido 
por don Benjamín Rodríguez Álvarez, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Pablo Ron Martín y asis-
tido por el Letrado don Rafael Nieto Martínez, contra la 
Sentencia dictada por la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de León, de fecha 15 de octubre de 2004, que 
estimó el recurso de apelación núm. 283-2001, inter-
puesto por el demandado contra la Sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia núm. 2 de La Bañeza, de 6 de abril 
de 2001, dictada en el juicio de menor cuantía núm. 183-2000. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha comparecido la 
mercantil Aperitivos Gus, S.L., representada por la Procu-
radora doña Miriam Álvarez del Valle Lavesque y asistida 
por el Abogado don Mario García Méndez. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Pascual Sala Sánchez, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el 30 de noviembre de 2004, don 
Pablo Ron Martín, Procurador de don Benjamín Rodríguez 
Álvarez, interpuso recurso de amparo contra la Sentencia 
indicada en el encabezamiento.

2. Los hechos en que se fundamenta el presente 
recurso son, en síntesis, los siguientes:

a) El recurrente en amparo (profesional dedicado a 
la compraventa de tubérculos y legumbres) interpuso 
demanda contra la mercantil Migueles Carrizo, S.L. 
(luego Aperitivos Gus, S. L.) por la que solicitaba el pago 

de 4.168.256 pesetas en concepto de precio insatisfecho 
por suministro de diversas partidas que le fueron entre-
gadas a la demandada en 1995, así como el abono de los 
intereses legales y costas.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de La Bañeza 
admitió la demanda de juicio de menor cuantía (núm. 
183-2000) y emplazó a la demandada para que compare-
ciera y contestara, como así hizo, oponiéndose a la misma 
y solicitando se dictara Sentencia desestimatoria con con-
dena en costas.

El citado Juzgado dictó Sentencia de 6 de abril de 2001 
por la que estimaba totalmente la demanda y condenaba 
a la entidad demandada al pago de 4.168.256 pesetas, 
«más los intereses calculados al tipo de interés legal 
incrementado en un cincuenta por ciento desde la fecha 
de entrega de cada una de las distintas partidas de mer-
cancía suministrada a la demandada por el actor y res-
pecto del precio de cada una de tales partidas hasta la del 
completo pago, condenando igualmente a la demandada 
al pago de las costas procesales». El Juzgado a quo consi-
deró acreditado el hecho constitutivo de la pretensión del 
actor, consistente en la entrega a la demandada de diver-
sas partidas de patatas, con base en la documental acom-
pañada al escrito de demanda (doce albaranes de entrega) 
y en la confesión de la Sra. Carrizo González (en su condi-
ción de administradora única y representante legal de la 
entidad demandada), que dijo «que es cierto» haber reci-
bido los suministros de bienes de consumo, por las canti-
dades e importes que constaban en los albaranes adjun-
tados con la demanda, firmados por don Abel Álvarez 
como encargado del almacén de la demandada. Dado que 
la demandada opuso como hecho extintivo el pago de 
tales suministros, pero no lo acreditó, falló a favor del 
actor.

b) La entidad demandada interpuso recurso de ape-
lación, en el que interesaba la desestimación de la 
demanda con imposición de costas al actor, impugnando 
los albaranes presentados y las firmas obrantes en ellos, 
manteniendo que eran documentos «confeccionados por 
el actor para su presentación en la presente reclamación» 
y que la Sentencia estaba fundamentada con base en la 
confesión de la representante de la parte demandada y de 
«dos testigos de los cuales uno es en la actualidad socio 
del demandante y otro trabajador suyo», y atendiendo al 
valor de la prueba pericial practicada en la segunda ins-
tancia en cuanto al valor de las firmas existentes en los 
documentos aportados con el escrito rector que permite 
restar fuerza probatoria otorgada asimismo en instancia. 
La parte demandante se opuso al recurso de apelación y 
solicitó la confirmación de la Sentencia impugnada.

La Sección Primera de la Audiencia Provincial de León, 
mediante Sentencia de 15 de octubre de 2004, estimó el 
recurso de apelación y absolvió a la parte demandada con 
base en una diferente valoración de la prueba practicada 
en la primera y en la segunda instancia por las siguientes 
razones expuestas en su fundamento de derecho tercero:

«1. En septiembre del año 2000 el demandante 
reclama la cantidad de 4.168.256 pesetas por impago de 
suministro de diversas partidas que le fueron suministra-
das al demandado en el año 1995 sin que aporte ninguna 
hoja de pedido, ni ninguna base documental en la que 
constase la signatura de la llamada de teléfono solici-
tando dicho envío ni el cumplimiento del mismo con los 
consecuentes datos: fechas, clase de patatas, kilogramos 
e importes.

2. El demandante tampoco ha aportado con el 
escrito rector ni siquiera a lo largo del procedimiento 
mediante la correspondiente prueba documental a través 
de sus libros comerciales la realidad de tal envío en rela-
ción a tales operaciones con los correspondientes asien-
tos contables y mercantiles, carga máxima cuando preci-


